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G. P. / S. S. M.  ALICANTE 
La defensa del promotor Enrique 
Ortiz en el caso Brugal, ejercida 
por el bufete del abogado Francis-
co Ruiz–Marco, ha solicitado for-
malmente al juez la anulación de 
las intervenciones telefónicas prac-
ticadas por la Policía en el marco 
de la operación sobre el supuesto 
amaño en la adjudicación de un 
vertedero en la Vega Baja, y que 
concluyeron con una pieza separa-
da relacionada con la presunta tra-
mitación del Plan General de Ali-
cante a favor del empresario. En 
este caso están imputados los exal-
caldes del PP Luis Díaz Alperi y 
Sonia Castedo, para quien Antico-
rrupción pide diez años de prisión. 

En su escrito de defensa el abo-
gado expone que la impugnación 
de las comunicaciones telefónicas 
se debe a que fueron obtenidas 
«con infracción de los derechos 
constitucionales» de su cliente, y 
cuestiona que «el contenido mate-
rial de los DVD que contienen re-
gistro sonoro» respeten la «integri-
dad y autenticidad de las conversa-
ciones grabadas» por los agentes. 

¿Por qué? Pues porque «la fecha 
de la firma electrónica, que debe 
garantizar la autenticidad de inte-
gridad» de los archivos de audio, se 
produjo «un año y nueve meses 
después de la conversación», lo 
que, en su opinión, «destruye las 
garantías» de las grabaciones. 
También afirma que estos datos no 
contienen «garantía alguna de se-
llado» en ninguna conversación ni 

en su conjunto. Asimismo, se soli-
cita impugnar las transcripciones 
mecanografiadas de las conversa-
ciones telefónicas, al indicar que 
estas, entre otras cuestiones, «no 
son completas» ni «literales», sino 
«que incluyen numerosos resúme-
nes efectuados por la Policía». 

Lo cierto es que la anulación de 
las intervenciones se había plan-
teado con anterioridad durante la 
instrucción del caso, pero tanto el 
juez como al Audiencia aseveraron 
que no «era el momento procesal 

adecuado». Precisamente hoy 
arranca la vista con los empresa-
rios de la trama de la Vega Baja, 
Ángel Fenoll y Rafael Gregory en 
el banquillo, y en la que se dirimirá 
si las escuchas practicadas en el 
caso Brugal tienen validez. Esta se-
rá la primera vez que la Audiencia 
se pronuncie sobre estas pruebas. 
y afectará al juicio sobre el presun-
to amaño del Plan General.  

Las conversaciones entre Ortiz, 
Castedo y compañía se descubrie-
ron tras pinchar el teléfono de Fe-

noll, y gran parte de la investiga-
ción se sostiene sobre ellas. Si fa-
llan gran parte de la instrucción 
realizada por el juez Manrique Te-
jada se desmonta. De hecho, en su 
auto de procesamiento el magistra-
do reflexionaba sobre este asunto, 
y advertía de que sus conclusiones 
eran consecuencia «del sentido co-
mún y de la lógica con la que se 
aplica el ser humano de la propia 
observación de lo que se oye y se 
ve», en relación a las intervencio-
nes practicadas por la Policía. 

El promotor alicantino Enrique Ortiz a la entrada de los juzgados. ROBERTO PÉREZ

El escrito de la defensa también 
solicita la impugnación de hasta 
30 «informes» policiales al 
considerar que estos no tienen 
esa categoría jurídica, sino 
coloquial, y que en realidad se 
trata de «atestados». Así, indica 
que los escritos, al no disponer 
de esa categoría, no pueden ser 
tratados como «informes de 
inteligencia» y que, por lo tanto, 
«todas las inferencias, 
opiniones y valoraciones, tanto 
fácticas como jurídicas, (...) 
debieran ser excluidas y no 
tomadas en consideración por 
el tribunal al que nos 
dirigimos». El abogado solicita, 
asimismo, que «se halle a 
disposición del Tribunal (y de 
las partes) la documentación 
original íntegra» y «los efectos 
incautados» en varios registros 
durante la instrucción, y que 
incluyen presuntamente varios 
planos del municipio de 
Alicante. Finalmente, Francisco 
Ruiz–Marco pide incorporar el 
plano de calificación global del 
suelo del Plan General 
aprobado en 1987, así como el 
concierto previo con la 
Generalitat fechado en 2002.
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Hoy arranca la vista 
que determinará si 
las intervenciones a 
Fenoll son válidas

Ofensiva total de Enrique Ortiz 
contra las escuchas de ‘Brugal’   
La defensa del empresario en el caso del Plan General solicita al juez anular los ‘pinchazos’ por 
«vulnerar los derechos constitucionales» de su cliente / También pide impugnar las transcripciones

E. A.  ALICANTE 
El PSPV enviará una carta al presi-
dente del Gobierno y del PP, Maria-
no Rajoy, a la líder del Partido Po-
pular en la Comunidad Valenciana 
(PPCV), Isabel Bonig, y al alcalde 
de Alicante, Luis Barcala (PP), pa-
ra que respalden, con sus diputa-
dos, las enmiendas al proyecto de 
Presupuestos Generales del Estado 
(PGE) para la provincia de Alican-
te. Las enmiendas socialistas recti-
fican las cuentas para este año 
2018 en 55,5 millones, según infor-
maron ayer en rueda de prensa. 

«No entendemos que la señora 
Bonig y el señor Barcala que gas-
tan toda su fuerza y energía contra 

Ximo Puig, luego clavan la rodilla 
cuando viene el señor Rajoy», criti-
có el diputado nacional Hérick 
Campos, quien solicitó a los diri-
gentes del PP en la Comunidad 
que presenten «la misma intensi-
dad» que tienen ante el Consell ha-
cia el Gobierno. Campos se refirió 
así a la visita de Rajoy a Alicante 
este sábado, la primera como pre-
sidente del partido en varios años. 

«Si Rajoy quiere hacer turismo 
de partido, que lo haga, pero que 
actúe con responsabilidad hacia 
los alicantinos», señaló. Para el di-
putado, «queda mucho por hacer» 
en la ciudad y en la provincia, por 
lo que pidió a los diputados del 

PPCV «no cambien cargos por si-
lencio y hagan su papel de defen-
der a los ciudadanos». En ese sen-
tido, consideró que el anuncio del 
PP de que no presentará enmien-
das a los PGE es una «nueva cons-
tatación» de una «nueva traición». 

Durante la intervención, indicó 
que Alicante «es la cuarta provin-
cia con menos inversión por habi-
tante y esa escasez de recursos se 
refleja también en la falta de in-
fraestructuras para la capital». La 
inversión contemplada en los PGE 
es de 51,8 euros por cada alicanti-
no, una cifra muy inferior a los 
217,47 de media que el Estado se 
gasta en el conjunto de España.

El PSPV usa la financiación como 
‘arma’ contra la visita de Rajoy    
Campos pide al PPCV que apoye las enmiendas socialistas a los Presupuestos 
Generales por 55 millones y acusa al presidente de «venir a hacer turismo»
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